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En la ciudad de Corrientes, a los       seis                 días del mes de febrero de dos mil 

catorce,  estando reunidos los señores Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Doctores 

Fernando Augusto Niz y Alejandro Alberto Chaín, con la Presidencia del Dr. Guillermo 

Horacio Semhan, asistidos de la Secretaria Jurisdiccional Dra Marisa Esther Spagnolo, 

tomaron en consideración el Expediente Nº  GXP - 11749/10, caratulado: "FLEITAS 

JORGE ALFREDO C/ LELIA OLGA VITAL DE VILLA Y/O QUIEN SE 

CONSIDERE CON DERECHOS S/  PRESCRIPCION ADQUISITIVA”. Habiéndose 

establecido el siguiente orden de votación: Doctores Guillermo Horacio Semhan, Fernando 

Augusto Niz y Alejandro Alberto Chaín. 

 

EL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

SE PLANTEA LA SIGUIENTE: 

C U E S T I O N  

¿QUÉ PRONUNCIAMIENTO CORRESPONDE DICTAR EN 

AUTOS? 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR PRESIDENTE 

DOCTOR GUILLERMO HORACIO SEMHAN, dice: 

I.- Contra el pronunciamiento de la Excma. Cámara de Apelaciones 

(fs. 162/165) que revocó el de primera instancia y en su mérito rechazó la demanda de 

usucapión, el actor deduce el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley arguyendo, en 

síntesis, que el fallo impugnado incurrió en absurda valoración de la prueba (fs. 169/173). 

II.- El remedio intentado se interpuso contra una sentencia 

definitiva, dentro del plazo legal y con satisfacción del depósito económico. Mas, por las 



razones que seguidamente expongo los agravios expresados no habilitan la instancia 

extraordinaria. 

III.- En causa, el Sr. Jorge Alfredo Fleitas promovió demanda por 

prescripción adquisitiva contra la titular registral del bien, quien -habiendo sido citada por 

edictos- no compareció, trabándose la litis con el Sr. Néstor Fabián Gauto, denunciado por 

usurpación por el accionante. 

Según el relato de la demanda, el actor comenzó a ocupar el 

inmueble constante de una superficie de 2.044,64 ms2, aproximadamente en el año 1989 y 

realizó diversos actos posesorios desde entonces, como ser, deslinde total del predio con 

alambrado (el que fue destruido en parte por el paso del tiempo, por lo que ahora se 

encontraría parcialmente alambrado), plantación de árboles y construcción de un rancho 

que aún no se encuentra terminado. Posteriormente denunció como hecho nuevo la 

usurpación de parte del inmueble por el Sr. Gauto, quien habría comenzado a cercarlo y a 

efectuar construcciones, lo que motivó la interposición de denuncia penal de fecha casi 

simultánea a la interposición de la demanda.  

Al resistir la pretensión el demandado, Sr. Gauto, afirmó poseer el 

mismo inmueble pero en menor extensión (1.800,92 ms2) desde hace más de 20 años, 

habiendo también efectuado diversos actos posesorios, como la limpieza del terreno, la 

construcción de una casa precaria, el cerramiento con alambrado y muros de material, entre 

otros.  

IV.- El fundamento de la Alzada para rechazar la demanda de 

usucapion impetrada por el Sr. Fleitas ha sido básicamente la consideración de que no ha 

podido demostrar acabadamente una posesión ejercida en el inmueble objeto de litis por el 

tiempo que la ley exige (20 años), ya que con las pruebas producidas sólo se pudo remontar 

hasta el año 2003 (fecha de plano de mensura y pago de impuestos inmobiliarios). Y esto 

así, porque el resto de los elementos probatorios no aportaron mayores datos (causa penal, 

pago de servicios o reconocimiento judicial), destacando que las declaraciones testimonia-/ 
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les rendidas por la actora, no sólo se contradicen con las de la demandada, sino que aparte 

no han sido precisas. De esta manera y dejando en claro que no se ha enfocado en la 

postura o argumentos del demandado, sino en la necesidad de que el actor demuestre 

acabadamente, esto es, con exactitud, precisión y claridad cuándo y cómo ha tomado 

posesión del inmueble objeto de litis, concluyó en que no se logró verificar los extremos 

legales de modo concluyente.      

  V.- Cabe una vez más recordar que, conforme el ordenamiento 

procesal correntino, la revisión de los hechos y de la valoración probatoria por los jueces de 

grado sólo es posible en esta instancia extraordinaria cuando el recurrente demuestra 

absurdo (C.P.C.C.y C.  art.278 inc.3). Vicio lógico que se configura, en suma, cuando la 

valoración signifique una indudable violación de la lógica o de las leyes de máxima 

experiencia, trasuntando así ausencia de la prudencia jurídica que la ley exige al juzgador. 

Ocurre que función esencial de la casación es la de control jurídico, constituyendo el 

reexamen de la valoración de las pruebas un supuesto excepcional, reservado para los casos 

de absurdo. Teoría, la del absurdo, que surgió para evitar que graves y manifiestas 

anomalías en la apreciación de las pruebas pudieran conducir a una sentencia sin real apoyo 

en los hechos. Solo el error palmario de sentar conclusiones en abierta contradicción con 

comprobaciones fehacientes de la causa, o con desvío de las leyes de la lógica, constituye el 

absurdo que autoriza la apertura de la casación. En ese sentido, el Superior Tribunal ha 

acotado que la doctrina del absurdo comporta una solución excepcional en miras de evitar 

la iniquidad que pudiera contener un pronunciamiento judicial sobre cuestiones de hecho 

que, por su naturaleza, en principio están excluidas en sede casatoria. 

Este vicio no aparece demostrado en el memorial recursivo.  

VI.-  El recurrente coincide con el a quo en que con el plano de 

mensura y los comprobantes de pago de impuestos no acredita los veinte años de posesión 



que la ley le exige, pero alega que este plazo se integra con las declaraciones testimoniales 

y "demás documentales" (fs. 172 vta.). No menciona que prueba documental ha sido 

omitida de la que derive la comprobación de una posesión más antigua que la que la 

Cámara sostuvo y señala contradicciones y falsedades de los dichos de los testigos de la 

demandada, pretendiendo aislar la valoración de este medio de prueba del contexto que ha 

sido integralmente valorado por la Alzada, lo que no está permitido en función casatoria.  

Este Superior Tribunal lleva reiteradamente dicho que cuando la 

prueba se ha apreciado en su conjunto no es lícito en casación separar algunas de las 

probanzas o partes de ellas para acusar al órgano de instancia de haber incurrido en el vicio 

del absurdo. Separación o desarticulación que se intenta por la recurrente en el sub lite, al 

entresacar del plexo probatorio algunos elementos de juicio aislados, con olvido o 

desprecio de todos los demás que han llevado a la Cámara a sentar su conclusión fáctica 

decisiva. 

Si bien es cierto que las declaraciones testimoniales producidas por 

el demandado han tenido por efecto restarle valor de convicción a las que rindieron los 

testigos ofrecidos por el actor, ello no ha sido el factor determinante del rechazo de la 

pretensión. Sí lo es -y así lo ha dicho expresamente el a quo- la insuficiencia de evidencias 

concretas valoradas en un contexto integral que respalden la afirmación concreta del actor 

de que en el año 1989 comenzó a poseer el inmueble de litis. 

Es que, la satisfacción por el usucapiente de la carga de acreditar 

desde cuándo posee el inmueble, resulta imprescindible a fin de poder tenerse por cumplido 

el plazo legal. Ello, pues la prueba del momento de inicio de la posesión es el único medio 

que posibilita el cómputo inicial del plazo veinteañal previsto en el art. 4015 del Código 

Civil. Esa carga no fue satisfecha por el demandado y de allí su insuficiencia para mudar la 

solución que los jueces de grado brindaron al asunto. 

Cuadra una vez más subrayar que para viabilizar el recurso 

extraordinario de inaplicabilidad de la ley no basta la aserción del absurdo, sino que es me- 
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nester demostrarlo, por lo que la función de la expresión de agravios en casación es distinta 

de la del alegato de bien probado, ya que la primera no está destinada a la valoración por la 

parte acerca de la eficacia de las pruebas y elementos de juicio incorporados al proceso sino 

a formular una crítica al razonamiento del juzgador.  

 VII.- Por los fundamentos expuestos y si este voto resultare 

compartido por la mayoría de mis pares corresponderá declarar inadmisible el recurso 

extraordinario de inaplicabilidad de ley, con costas al recurrente y pérdida del depósito 

económico. Sin regulación de honorarios para el letrado del recurrente por lo inoficioso de 

la labor cumplida para la instancia extraordinaria (C.P.C.C. art. 34 inc. 5 e). Regular los 

honorarios de los letrados de la recurrida, Dres. Pablo Edgardo Ibañez y Edgardo Antonio 

Zenon, en un 30% de lo que oportunamente se fije en primera instancia para el vencedor 

(art.14 ley 5822). Ambos en calidad de monotributistas.  

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  FERNANDO AUGUSTO NIZ, dice: 

Que adhiere al voto del Sr. Presidente Dr. Guillermo Horacio 

Semhan, por compartir sus fundamentos. 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  ALEJANDRO ALBERTO CHAIN, dice: 

Que adhiere al voto del Sr. Presidente Dr. Guillermo Horacio 

Semhan, por compartir sus fundamentos. 

En mérito del precedente Acuerdo el Superior Tribunal de Justicia 

dicta la siguiente: 

SENTENCIA   Nº 1 

1°) Declarar inadmisible el recurso extraordinario de inaplicabilidad 

de ley, con costas al recurrente y pérdida del depósito económico. 2°) Sin regulación de 



honorarios para el letrado del recurrente por lo inoficioso de la labor cumplida para la 

instancia extraordinaria (C.P.C.C. art. 34 inc. 5 e). 3°) Regular los honorarios de los 

letrados de la recurrida, Dres. Pablo Edgardo Ibañez y Edgardo Antonio Zenon, en un 30% 

de lo que oportunamente se fije en primera instancia para el vencedor (art.14 ley 5822). 

Ambos en calidad de monotributistas. 4°) Insértese y notifíquese. 

 

 

 

 

Fdo: Dres. Guillermo Semhan-Fernando Niz-Alejandro Chain. 

 

 


